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			1. El presupuesto del Estado en España: concepto y estructura

			[image: 73141.png] 

			La actividad financiera pública tiene por objeto satisfacer determinadas necesidades sociales. El punto de partida es un proceso de toma de decisiones sobre la asignación que ha de hacerse de los recursos disponibles. Ello conforma en gran medida la política económica del Gobierno. El presupuesto es, además de exponente, instrumento imprescindible de esta política económica, la cual se desarrollará a través de las medidas concretas que aquél contiene.

			Así pues, dentro del marco plurianual que el Gobierno contempla para el establecimiento de una determinada política fiscal y económica, se elaboran, para cada ejercicio, los Presupuestos Generales del Estado.

			Además de ser el principal documento económico del ejercicio, su aprobación constituye uno de los más importantes acontecimientos de la actividad del Legislativo. Los Presupuestos Generales del Estado, a tenor de lo establecido en la Constitución, son elaborados por el Gobierno y se remiten a las Cortes Generales para su examen, enmienda y aprobación. Por tanto, se convierten en el resultado final de una estrategia de acción colectiva, definida en función de las relaciones entre las diversas fuerzas políticas y sociales del país.

			Los Presupuestos Generales del Estado, elaborados por el Gobierno y aprobados por las Cortes, se plasman jurídicamente en una Ley con unas características especiales, dada su singularidad. En primer lugar, desde el punto de vista formal, la propia Constitución regula el plazo de presentación del Proyecto de Ley a las Cámaras, y los Reglamentos de ambas señalan la preferencia en su tramitación y las peculiaridades de ésta.

			En este sentido, la Constitución establece también determinadas limitaciones al derecho de enmienda, ya que toda proposición o enmienda que suponga un aumento de los gastos o una disminución de los ingresos requerirá la conformidad del Gobierno para su tramitación.

			Desde la perspectiva material, la Ley de Presupuestos Generales del Estado posee un contenido mínimo, necesario e indisponible, constituido por la previsión anual de la totalidad de gastos e ingresos de sector público y del importe de los beneficios fiscales que afecten a los tributos del Estado. A ello puede unirse la regulación eventual de otras cuestiones, siempre que éstas tengan relación directa con las previsiones de ingresos y los gastos que integran los Presupuestos o con su ejecución. Existe un límite constitucional al posible contenido de la Ley de Presupuestos Generales del Estado, y es que, a través de ésta, no podrán crearse nuevo tributos y sólo será posible la modificación de los existentes cuando su respectiva ley así lo establezca.

			1.1. Concepto, naturaleza y contenido

			La Ley General Presupuestaria, Ley 47/2003 de 26 de noviembre, define los Presupuestos Generales del Estado en su artículo 32 estableciendo lo que consideramos la definición legal de los Presupuestos:

			Los Presupuestos Generales del Estado constituyen la expresión cifrada, conjunta y sistemática de los derechos y obligaciones a liquidar durante el ejercicio por cada uno de los órganos y entidades que forman parte del sector público estatal.

			Por su parte el artículo 33 , de la  LGP, Ley 47/2003, establece el alcance y contenido de los presupuestos, y tal efecto prescribe:

			a)	Los presupuestos de los órganos a que se refiere el artículo 2.3 de esta Ley y de las entidades del sector público estatal a las que resulte de aplicación el régimen de especificaciones y de modificaciones regulado en la presente Ley o cuya normativa específica confiera a su presupuesto carácter limitativo.

			b)	Los presupuestos estimativos de las entidades de los sectores empresarial y fundacional, los consorcios, las universidades no transferidas, los fondos sin personalidad jurídica y las restantes entidades del sector público administrativo no incluidas en la letra anterior.

			Además añade el punto segundo del citado artículo 33 que los presupuestos Generales del Estado determinarán:

			a)	Las obligaciones económicas que, como máximo, pueden reconocer los sujetos referidos en el párrafo a) del apartado anterior.

			b)	Los derechos a reconocer durante el correspondiente ejercicio por los entes mencionados en el párrafo anterior.

			c)	Las operaciones no financieras y financieras a realizar por las entidades contempladas en el párrafo b) del apartado anterior.

			d)	Los objetivos a alcanzar en el ejercicio por cada uno de los gestores responsables de los programas con los recursos que el respectivo presupuesto les asigna.

			e)	La estimación de los beneficios fiscales que afecten a los tributos del Estado.

			Por su parte el artículo 34 de la LGP, establece el ámbito temporal de los presupuestos, concretando el principio de anualidad: 

			1.	El ejercicio presupuestario coincidirá con el año natural, y a él se imputarán:

			a)	Los derechos económicos liquidados durante el ejercicio, cualquiera que sea el período del que deriven.

			b)	Las obligaciones económicas reconocidas hasta el fin del mes de diciembre, siempre que correspondan a adquisiciones, obras, servicios, prestaciones o, en general, gastos realizados dentro del ejercicio y con cargo a los respectivos créditos.

			2.	No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, se aplicarán a los créditos del presupuesto vigente en el momento de la expedición de las órdenes de pago, las obligaciones que resulten de la liquidación de atrasos a favor del personal que perciba sus retribuciones con cargo a los Presupuestos Generales del Estado así como las que tengan su origen en resoluciones judiciales.

			3.	 Podrán aplicarse a créditos del ejercicio corriente obligaciones contraídas en ejercicios anteriores, de conformidad con el ordenamiento jurídico, para las que se anulara crédito en el ejercicio de procedencia.

			4.	Asimismo, podrán atenderse con cargo a créditos del presupuesto del ejercicio corriente obligaciones pendientes de ejercicios anteriores, en los casos en que figure dotado un crédito específico destinado a dar cobertura a dichas obligaciones, con independencia de la existencia de saldo de crédito anulado en el ejercicio de procedencia.

			5.	En el caso de obligaciones de ejercicios anteriores que fuera necesario imputar a presupuesto y no se hallen comprendidas en los supuestos previstos en los apartados anteriores, la imputación requerirá norma con rango de ley que la autorice.

			6.	Los créditos iniciales dotados en los Presupuestos Generales del Estado para atender obligaciones de ejercicios anteriores solo podrán modificarse mediante el procedimiento previsto en los artículos 55, 56 y 57 de esta ley.

			Por ultimo es necesario precisar lo que la definición del presupuesto de nomina sector público estatal, aclaración que efectúan los artículos 2 y 3 de la propia LGP:

			1.	A los efectos de esta Ley forman parte del sector público estatal:

			a)	La Administración General del Estado.

			b)	El sector público institucional estatal.

			2.	Integran el sector público institucional estatal las siguientes entidades:

			a)	Los organismos públicos vinculados o dependientes de la Administración General del Estado, los cuales se clasifican en:

			1.	Organismos autónomos.

			2.	Entidades Públicas Empresariales.

			b)	Las autoridades administrativas independientes.

			c)	Las sociedades mercantiles estatales.

			d)	 Los consorcios adscritos a la Administración General del Estado.

			e)	Las fundaciones del sector público adscritas a la Administración General del Estado.

			f)	Los fondos sin personalidad jurídica.

			g)	Las universidades públicas no transferidas.

			h)	Las entidades gestoras, servicios comunes y las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social en su función pública de colaboración en la gestión de la Seguridad Social, así como sus centros mancomunados.

			i)	Cualesquiera organismos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de la Administración General del Estado.

			3.	Los órganos con dotación diferenciada en los Presupuestos Generales del Estado que, careciendo de personalidad jurídica, no están integrados en la Administración General del Estado, forman parte del sector público estatal, regulándose su régimen económico-financiero por esta Ley, sin perjuicio de las especialidades que se establezcan en sus normas de creación, organización y funcionamiento. No obstante, su régimen de contabilidad y de control quedará sometido en todo caso a lo establecido en dichas normas, sin que les sea aplicable en dichas materias lo establecido en esta Ley.

			Sin perjuicio de lo anterior, esta Ley no será de aplicación a las Cortes Generales, que gozan de autonomía presupuestaria de acuerdo con lo establecido en el artículo 72 de la Constitución; no obstante, se mantendrá la coordinación necesaria para la elaboración del Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado.

			Artículo 3. Sector público administrativo, empresarial y fundacional

			A los efectos de esta Ley, el sector público estatal se divide en los siguientes:

			1.	El sector público administrativo, integrado por:

			a)	La Administración General del Estado, los organismos autónomos, las autoridades administrativas independientes, las universidades públicas no transferidas y las entidades gestoras, servicios comunes y las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social, así como sus centros mancomunados, así como las entidades del apartado 3 del artículo anterior.

			b)	Cualesquiera organismos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de la Administración General del Estado, los consorcios y los fondos sin personalidad jurídica, que cumplan alguna de las dos características siguientes:

			1.	Que su actividad principal no consista en la producción en régimen de mercado de bienes y servicios destinados al consumo individual o colectivo, o que efectúen operaciones de redistribución de la renta y de la riqueza nacional, en todo caso sin ánimo de lucro.

			2.	Que no se financien mayoritariamente con ingresos comerciales, entendiéndose como tales a los efectos de esta Ley, los ingresos, cualquiera que sea su naturaleza, obtenidos como contrapartida de las entregas de bienes o prestaciones de servicios.

			2.	El sector público empresarial, integrado por:

			a)	Las entidades públicas empresariales.

			b)	Las sociedades mercantiles estatales.

			c)	Cualesquiera organismos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de la Administración General del Estado, los consorcios y los fondos sin personalidad jurídica no incluidos en el sector público administrativo.

			3.	El sector público fundacional, integrado por las fundaciones del sector público estatal.

			El régimen jurídico aplicable al sector público estatal, viene recogido en el artículo 4º de LGP, que establece:

			1.	El régimen económico y financiero del sector público estatal se regula en esta Ley, sin perjuicio de las especialidades contenidas en otras normas especiales y lo establecido en la normativa comunitaria.

			2.	En particular, se someterán a su normativa específica:

			a)	El sistema tributario estatal.

			b)	Los principios y normas que constituyen el régimen jurídico del sistema de la Seguridad Social, así como el establecimiento, reforma y supresión de las cotizaciones y prestaciones del sistema.

			c)	El régimen jurídico general del patrimonio del sector público estatal, así como la regulación de los demanios especiales.

			d)	El régimen jurídico general de las relaciones financieras entre el sector público estatal y las Comunidades Autónomas y entidades locales.

			e)	El régimen jurídico general de las Haciendas locales.
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